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Resumen: este trabajo busca analizar el alcance normativo 
del artículo 135 de la Constitución peruana de 1993, respecto 
de la expedición de los llamados decretos extraordinarios de 
emergencia y el contenido material que estos podrían alcanzar, 
máxime teniendo en cuenta que la abstracción e imprecisión de 
la norma original, e incluso la modificada, poco contribuyen a 
delimitar el tipo de normas que pueden ser reglamentadas por 
el Poder Ejecutivo durante el interregno parlamentario y en el 
futuro durante la disolución de la Cámara de Diputados, por 
lo que se requiere una norma de desarrollo constitucional que 
delimite el alcance formal y material de dichos decretos.
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Abstract: this text seeks to analyze the regulatory scope of 
article 135 of the Peruvian Constitution of 1993, regarding the 
issuance of the so-called extraordinary emergency decrees and 
the material content that these could achieve, especially taking 
into account that the abstraction and imprecision of The origi-
nal norm, and even the modified one, contribute little to deli-
mit the type of norms that can be regulated by the Executive 
Branch during the parliamentary interregnum period and in 
the future during the dissolution of the Chamber of Deputies, 
which is why a rule of constitutional development that delimits 
the formal and material scope of such decrees.
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durante el interregno parlamentario del 2019. IV. La fuerza 
normativa de los Decretos de Urgencia y sus límites implíci-
tos. V. La reciente reforma del artículo 135 de la Constitución. 
VI. La necesidad de una reforma que delimite los Decretos de 
Urgencia durante el interregno parlamentario. VII. Considera-

ciones finales.

I. Nota introductoria

Como consecuencia de la coyuntura política, a raíz de la diso-
lución del Congreso de la República por denegación fáctica de 
una cuestión de confianza formulada por el presidente del Con-
sejo de Ministros, ocurrida en setiembre del año 2019, se activó 
lo previsto en el artículo 135 de la Constitución política, habili-
tándose al Poder Ejecutivo a legislar mediante decretos de ur-
gencia durante el interregno parlamentario. Siendo la primera 
vez en que se aplica la potestad de disolución del Congreso bajo 
un régimen democrático, y más allá de lo dicho por el Tribunal 
Constitucional sobre la constitucionalidad de la medida, lo cierto 
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es que esta abrió una auténtica caja de Pandora en cuanto a la 
actividad legislativa que durante meses desarrolló el Poder Eje-
cutivo, sin saberse, a ciencia cierta, hasta dónde podía ejercerse 
dicha potestad y sus verdaderos alcances, pues la vaguedad de la 
norma constitucional permitía diversas interpretaciones, sobre 
todo porque si bien el artículo 135 se refiere a “decretos de ur-
gencia”, era evidente que la intención del constituyente de 1993 
no fue la de circunscribir tales normas al muy acotado ámbito de 
aplicación que aquellos tienen en el artículo 118 inciso 19 de la 
Constitución.

Es en razón a lo antes expuesto que, haciendo un esfuerzo 
hermenéutico, pretendemos mediante estas líneas esclarecer 
aquello que el Constituyente de 1993 quiso normar en cuanto a 
la potestad legisferante del Poder Ejecutivo durante el interreg-
no parlamentario, más allá del evidente vacío que encontramos 
en el artículo 135 antes acotado. Ciertamente no cabe duda que 
es necesario darle amplitud a la norma constitucional o, en todo 
caso, desarrollarla mediante una ley especial o a través de la Ley 
Orgánica del Poder Ejecutivo.

II. Naturaleza y jerarquía normativa 
 de los Decretos de Urgencia

Los decretos de urgencia se encuentran previstos en nuestra 
Constitución de 1993, haciéndose expresa mención a ellos en los 
artículos 118 inciso 19) y 135. A modo de antecedente podemos 
decir que, si bien el artículo 211 inciso 20) de la Carta de 1979 
autorizaba al presidente de la República para dictar medidas ex-
traordinarias en materia económica y financiera, cuando así lo 
requiera el interés nacional y con cargo de dar cuenta al Con-
greso, sin embargo no se especificaba mediante qué clase o tipo 
de norma podía hacerlo, pues no se hacía referencia alguna a los 
decretos de urgencia. 

Tampoco la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo vigente en 
aquella época desarrolló el tema. En cualquier caso, lo cierto es 
que, pese a ello, durante el gobierno del presidente Fernando Be-
launde Terry se expidieron 667 decretos de urgencia, mientras 
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que en el de García Pérez fueron 1033, en tanto que durante el 
régimen de Alberto Fujimori se dictaron 562 (solo durante la vi-
gencia de la Constitución de 1979).1

Es evidente que el constituyente de 1993 previó que, bajo 
determinadas circunstancias, era indispensable dotar al Poder 
Ejecutivo de una herramienta normativa expeditiva que le per-
mitiese afrontar situaciones sumamente urgentes en materia 
económica y financiera, teniendo en cuenta que la aprobación 
de una ley suele tomar mucho más tiempo debido a los proce-
dimientos parlamentarios. Sin embargo, pese a que en estricto 
no son leyes, los decretos de urgencia están dotados de “fuerza 
de ley”. Al respecto, conviene acotar que la fuerza de ley de una 
determinada norma implica la imposibilidad de que esta sea mo-
dificada por otra norma de inferior jerarquía, vale decir, aquello 
que entendemos como la “fuerza pasiva” de la norma. Por otra 
parte, la “fuerza activa” de una norma le permite innovar en el 
ordenamiento jurídico, es decir, modificar sustancialmente cual-
quier otra norma, ya sea de su mismo rango jurídico o de menor 
rango a aquella. Así, en virtud a ello, un decreto legislativo puede 
derogar o modificar una ley ordinaria o un decreto de urgencia; 
como también un decreto de urgencia puede dejar en suspenso 
una disposición contenida en un decreto legislativo o en una ley 
ordinaria.

Por otra parte, cabe señalar que los decretos de urgencia tie-
nen una doble condición: están dotados de fuerza de ley,2 y a la 
vez tienen rango de ley,3 por lo que normativamente tienen la 
misma condición jurídica que cualquier ley, aun cuando su ám-
bito de aplicación pudiese verse restringido a determinados su-
puestos de carácter material y temporal. Respecto al concepto 
de “fuerza de ley”, Guastini4 sostiene en usual que en los textos 
constitucionales se use indistintamente los términos “fuerza de 

1	 Landa Arroyo, César, “Los Decretos de Urgencia en el Perú”, Pensamiento 
Constitucional IX, núm. 9, 2003, p. 132.

2	 Cfr. Art. 118 inciso 19) de la Constitución política del Perú.
3	 Cfr. Art. 200 inciso 4) de la Constitución política del Perú.
4	 Guastini, Ricardo, Las fuentes del Derecho. Fundamentos Teóricos, Lima, 

Ediciones Raguel, 2016, pp. 185-186.
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ley”, “valor de ley” y “valor legislativo”. Para el citado autor estas 
expresiones manifiestan el mismo concepto. Si bien en nuestra 
Constitución se establece que los decretos de urgencia tienen 
“rango de ley”, únicamente es para habilitar el control de consti-
tucionalidad de tales normas por parte del Tribunal Constitucio-
nal conforme al artículo 200 inciso 4, de modo que se equiparan 
a las leyes, a los decretos legislativos, tratados, reglamento del 
Congreso, ordenanzas municipales y ordenanzas regionales.

Desde una mirada comparada, tenemos que, en algunos paí-
ses, el presidente de la República se encuentra autorizado, ge-
neralmente con aprobación del gabinete ministerial, a expedir 
“decretos de necesidad y urgencia”, tal como sucede en el caso 
argentino. Sin embargo, tales normas pueden utilizarse 

[…] Solamente cuando circunstancias excepcionales hicieran impo-
sible seguir los trámites ordinarios previstos por esta Constitución 
para la sanción de las leyes, y no se trate de normas que regulen ma-
teria penal, tributaria, electoral o el régimen de los partidos políti-
cos, podrá dictar decretos por razones de necesidad y urgencia, los 
que serán decididos en acuerdo general de ministros que deberán 
refrendarlos, conjuntamente con el jefe de gabinete de ministros.5

En el caso italiano, en principio la Constitución de 1947 pro-
híbe expresamente que el gobierno dicte decretos con fuerza de 
ley ordinaria, pero no obstante establece que “Cuando, en casos 
extraordinarios de necesidad y de urgencia, el Gobierno adopte, 
bajo su responsabilidad, medidas provisionales con fuerza de ley, 
deberá presentarlas a las Cámaras ese mismo día para su conver-
sión, las cuales, incluso hallándose disueltas, serán debidamente 
convocadas y se reunirán dentro de los cinco días siguientes”.6 
Como podemos observar, si bien en determinadas circunstancias 
se permite el uso de tales dispositivos, para su conservación y 
eficacia se exige que sean inmediatamente ratificadas por el Po-
der Legislativo.

Tratándose de España, la Carta de 1978 –que sirvió de ins-
piración a la nuestra de 1979– prevé en su artículo 86.1 que “En 

5	 Así lo establece la Constitución de la Nación Argentina en su art. 99 inciso 3.
6	 Ver Constitución de Italia, art. 77.
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caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá 
dictar disposiciones legislativas provisionales que tomarán la for-
ma de Decretos- leyes y que no podrán afectar al ordenamiento 
de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y 
libertades de los ciudadanos regulados en el Título I, al régimen 
de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general”. 
Aunque en este caso se les denomina “decretos-leyes” en estricto 
se trata de decretos porque son expedidos por el Poder Ejecutivo 
y es menester anotar que en casi todos los casos examinados, la 
Constitución restringe el uso de los decretos de excepción esta-
bleciendo prohibiciones expresas en cuanto a la materia sobre la 
que pueden versar.

Así, en cuanto a nuestro ordenamiento jurídico, tenemos que, 
por su propia naturaleza, los decretos de urgencia son excepcio-
nales y no tienen vocación de permanencia en el tiempo, en la 
medida que están destinados a enfrentar situaciones coyuntura-
les en materia económica y financiera que demandan soluciones 
inmediatas. No obstante, los decretos de urgencia regulados en el 
artículo 118 inciso 19 de la Constitución se encuentran sujetos 
a determinadas condiciones que establece la propia Ley Funda-
mental, como son: a) situación urgente y extraordinaria, b) inte-
rés nacional; y, c) materia económica y financiera.

En cuanto a los decretos de urgencia,7 el Tribunal Consti-
tucional8 ha dejado establecido que para su expedición se debe 
cumplir con ciertos criterios exógenos, a saber: 

a)	 Excepcionalidad: La norma debe estar orientada a revertir si-
tuaciones extraordinarias e imprevisibles, condiciones que deben 
ser evaluadas en atención al caso concreto y cuya existencia, desde 
luego, no depende de la “voluntad” de la norma misma, sino de da-
tos fácticos previos a su promulgación y objetivamente identifica-
bles. Ello sin perjuicio de reconocer, tal como lo hiciera el Tribunal 
Constitucional español -criterio que este Colegiado sustancialmen-
te comparte- que “en principio y con el razonable margen de dis-
crecionalidad, es competencia de los órganos políticos determinar 

7	 Siempre referidos a los denominados decretos de urgencia “ordinarios” re-
gulados en el art. 118 inciso 19 de la Const.

8	 STC Exp. 00008-2003- PI/TC, fundamento 60).
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cuándo la situación, por consideraciones de extraordinaria y ur-
gente necesidad, requiere el establecimiento de una norma” (STC 
29/1982, fundamento 3).

b)	 Necesidad: Las circunstancias, además, deberán ser de natura-
leza tal que el tiempo que demande la aplicación del procedimiento 
parlamentario para la expedición de leyes (iniciativa, debate, apro-
bación y sanción), pudiera impedir la prevención de daños o, en su 
caso, que los mismos devengan en irreparables.

c)	 Transitoriedad: Las medidas extraordinarias aplicadas no de-
ben mantener vigencia por un tiempo mayor al estrictamente nece-
sario para revertir la coyuntura adversa.

d)	 Generalidad: El principio de generalidad de las leyes que, con-
forme se ha tenido oportunidad de precisar en el Caso Colegio de 
Notarios de Lima (Sentencia 00001-2003-AI/TC y 00003-2003- 
AI/TC, fundamento 6 y ss.), puede admitir excepciones, alcanza 
especial relevancia en el caso de

los decretos de urgencia, pues tal como lo prescribe el inciso 19) 
del artículo 118º de la Constitución, debe ser el “interés nacional” 
el que justifique la aplicación de la medida concreta. Ello quiere 
decir que los beneficios que depare la aplicación de la medida no 
pueden circunscribir sus efectos en intereses determinados, sino 
por el contrario, deben alcanzar a toda la comunidad.

a)	 Conexidad: Debe existir una reconocible vinculación inme-
diata entre la medida aplicada y las circunstancias extraordinarias 
existentes. En tal sentido, este Tribunal comparte el criterio de su 
homólogo español cuando afirma que la facultad del Ejecutivo de 
expedir decretos de urgencia no le autoriza a incluir en él “cual-
quier género de disposiciones: ni aquellas que por su contenido y 
de manera evidente, no guarden relación alguna (...) con la situa-
ción que se trata de afrontar ni, muy especialmente aquellas que, 
por su estructura misma, independientemente de su contenido, 
no modifican de manera instantánea la situación jurídica existen-
te, pues de ellas difícilmente podrá predicarse la justificación de 
la extraordinaria y urgente necesidad” (STC 29/1982, fundamento 
3). Las medidas extraordinarias y los beneficios que su aplicación 
produzcan deben surgir del contenido mismo del decreto de urgen-
cia y no de acciones diferidas en el tiempo o, menos aún, de delega-
ciones normativas, pues ello sería incongruente con una supuesta 
situación excepcionalmente delicada.
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Ahora bien, a fin de diferenciar la naturaleza, características 
y alcances normativos de los decretos de urgencia, el Tribunal 
Constitucional denomina “decretos de urgencia ordinarios” a los 
que se refiere el artículo 118 inciso 19 de la Constitución y “de-
cretos de urgencia extraordinarios” a los previstos en el artículo 
135, es decir aquellos que se expiden durante el interregno parla-
mentario debido a la disolución del Congreso.9

En cuanto se refiere a los decretos de urgencia “extraordina-
rios”, el supremo intérprete de la Constitución ha señalado que 
“ante la disolución del Congreso de la República, el Poder Ejecu-
tivo expide normas con rango de ley a través de los decretos de 
urgencia. En ese sentido, no se trata del mismo escenario ordina-
rio en el cual se emiten los decretos de urgencia según el inciso 
19 del artículo 118 de la Constitución”. Añade el Tribunal Consti-
tucional que, “[…] siendo un escenario excepcional, sería irrazo-
nable que las exigencias que debe observar el Poder Ejecutivo al 
emitir los decretos de urgencia durante dicho interregno sean las 
mismas que cuando dicha situación no se configura”. Finalmente 
sostiene que el Poder Ejecutivo tiene habilitada la competencia 
para legislar través de decretos de urgencia durante el interregno, 
lo que a su vez es objeto de control por el Poder Legislativo, de 
conformidad con el artículo 135 de la Constitución.10 

Empero, en la sentencia recaída en el proceso de inconstitu-
cionalidad número 00001-2021- PI/TC, cuya demanda por cierto 
fue desestimada, el Tribunal Constitucional se aventura a decir 
que “este Tribunal entiende que existen al menos dos materias 
vedadas para el contenido de los decretos de urgencia emitidos 
al amparo del artículo 135 de la Norma Fundamental; estas son 
la de regular reformas constitucionales, por un lado, y leyes de 
desarrollo constitucional, por el otro”. (p. 32).

Como bien podemos observar, aún no existe una postura cla-
ramente definida por la vía jurisprudencial respecto a los alcan-
ces o ámbito de competencia normativa de los “decretos de ur-
gencia extraordinarios” dictados al amparo del artículo 135 de la 
Constitución. En efecto, el Tribunal Constitucional se ha limita-

9	 STC Expediente 00001-2021-PI/TC, p. 17.
10	  STC Expediente 0003-2020-PI/TC, pp. 22, 23 y 24.
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do a excluir de dicho ámbito lo relacionado a la reforma constitu-
cional y a las leyes de desarrollo constitucional, entiéndase como 
tales a las leyes orgánicas, pero no ha querido ir más allá, de tal 
modo que todavía queda mucho que decir y regular al respecto.

III. La experiencia previa durante  
el interregno parlamentario del 2019

Tras la disolución del Congreso de la República, ocurrida durante 
el gobierno del expresidente Martín Vizcarra, se produjo el inte-
rregno parlamentario a que se refiere el artículo 135 de la Consti-
tución política. Ciertamente se trató de una situación sui generis e 
inédita, pues fue la primera vez que se usó el mecanismo previsto 
en la norma constitucional desde que la figura de la disolución 
del Congreso como consecuencia de la denegación de confianza 
a más de un Consejo de Ministros fuera introducida en nuestro 
ordenamiento mediante la Carta de 1979 y posteriormente reco-
gida, aunque con una ligera variante, en la Constitución de 1993 
vigente. No es menester de este trabajo entrar a analizar la cons-
titucionalidad de la medida adoptada por el gobierno de entonces 
puesto que ya ha sido materia de pronunciamientos del Tribunal 
Constitucional, por lo que nos limitaremos a hacer un recuento 
de los hechos concretos en cuanto se refiere al uso de los decre-
tos de urgencia mientras se mantuvo la disolución del Congreso. 
Si bien es cierto la Comisión Permanente se mantuvo en funcio-
namiento, prácticamente estuvo atada de manos, toda vez que 
se encontraba impedida de revisar y eventualmente derogar los 
decretos de urgencia dictados por el Poder Ejecutivo por no estar 
dentro de sus facultades el poder hacerlo, debiendo limitarse a 
recibir y acopiar las normas en cuestión hasta que se instalase el 
nuevo Congreso.

Es así que durante el interregno parlamentario se expidieron 
68 decretos de urgencia, de los cuales 44 corresponden al año 
2019 y 24 al 2020.11 Varios de los decretos estuvieron referidos a 

11	 Comisión de Constitución y Reglamento del Congreso de la República, ht-
tps://www.congreso.gob.pe/comisiones2020/ConstitucionReglamento/La-
borLegislativa/DUInterrengo/
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establecer medidas destinadas a prevenir la propagación del co-
ronavirus, disposiciones para financiar la micro y pequeña em-
presa para evitar el impacto del Covid19, autorizar el retiro ex-
traordinario del fondo de pensiones para mitigar los efectos de la 
pandemia, garantizar la continuidad del servicio educativo, entre 
otras. También se utilizó esta norma excepcional para modificar 
la Ley que fomenta la liquidez e integración del mercado de valo-
res, establecer medidas para reactivar de obras públicas paraliza-
das a nivel nacional, o aprobar el presupuesto del sector público 
para el año 2020 al igual que la ley de equilibrio financiero del 
presupuesto del sector público para el 2020, incluidos algunos 
otros relacionados a expropiaciones, bonos de chatarreo, modi-
ficaciones a la ley universitaria, etc. En suma, podemos advertir 
que se utilizaron los denominados decretos de urgencia “extraor-
dinarios” para legislar sobre los más diversos temas, obviamente 
sobrepasando los límites materiales a los que se refiere el artículo 
118 inciso 19 de la Constitución.

La discusión se centró en si tales decretos de urgencia se en-
contraban o no sujetos a los parámetros y límites establecidos 
en la Constitución, pues de ser así devendrían en inconstitucio-
nales. Como quiera que la norma constitucional que autoriza al 
Poder Ejecutivo a legislar mediante decretos de urgencia durante 
el interregno parlamentario, no ha determinado el ámbito mate-
rial que estos pueden abarcar, surge la incógnita respecto a sus 
alcances, siendo necesario hacer un esfuerzo exegético bajo los 
criterios de unidad de la Constitución y de concordancia práctica 
a fin de esclarecer lo que el constituyente de 1993 quiso decir al 
redactar el artículo 135 de la norma normarum.

Como lo recuerda Campos Ramos,12 el tema de los decretos 
de urgencia fue planteado en el seno del Congreso Constituyen-
te Democrático por Enrique Chirinos Soto, habiendo quedado 
plasmadas otras posturas en el Diario de Debates, como las de 
Róger Cáceres Velásquez, Lourdes Flores Nano y Manuel Mo-
reyra Loredo; sin embargo no se refleja en ellas una clara po-

12	 Campos Ramos, Milagros, “Los decretos de urgencia del interregno parla-
mentario. Análisis de la disolución del Parlamento y el control posterior 
de los decretos de urgencia”, Gaceta Constitucional, t. 146, febrero de 2020, 
pp. 100 y ss.
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sición sobre la naturaleza jurídica de tales decretos ni mucho 
menos sobre su ámbito normativo. Coincidimos en todo ello se 
deriva del peculiar hecho de que en el Perú contamos con un 
modelo híbrido, que es una suerte de mezcla entre el régimen 
presidencial y el parlamentario, teniéndose en consideración 
que dentro del presidencialismo no se admite la posibilidad de 
la disolución del Congreso ante la reiterada negación de la con-
fianza al Consejo de Ministros, toda vez que este no la requiere 
en los regímenes presidencialistas. Creemos, por lo tanto, que 
la intensión del constituyente fue la de dotar al Poder Ejecu-
tivo de una herramienta que le permita gobernar en tanto se 
instale el nuevo Parlamento, confiriéndole la facultad de legis-
lar durante ese periodo de tiempo. No obstante, como lo refiere 
Campos, “una primera cuestión resulta de analizar si el artículo 
135 refiere al mismo tipo de norma que contempla el inciso 19 
del artículo 118 o si aunque el legislador constituyente los llamó 
igual, distinguió una de otras” precisando dicha autora que, “de 
la revisión del Diario de Debates del Congreso Constituyente 
Democrático puede observarse que en ningún momento se vin-
culan ambas normas” y que “aun cuando se trata de nombres 
idénticos, los decretos a los que alude el artículo 135, constitu-
yen un instrumento legislativo diferente al que está previsto en 
el inciso 19 del artículo 118”.13

Desde un punto de vista teleológico, debemos asumir que la 
finalidad buscada por el constituyente de 1993, fue la de evitar 
la parálisis del Estado y mantener la gobernabilidad, en tanto re-
sulta extremadamente difícil que el Poder Ejecutivo pueda con-
ducir el aparato público, tomar medidas y adoptar decisiones sin 
contar con el respaldo de normas que tengan fuerza y rango de 
ley, sobre todo en materia económica y financiera, o en temas 
presupuestales. Empero, en los acápites correspondientes inten-
taremos desentrañar aquello que lamentablemente la Constitu-
ción dejó en el limbo y que creemos merecería una reforma de 
su artículo 135.

13	 Ibidem, pp. 102 y 103.
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IV. La fuerza normativa de los Decretos  
de Urgencia y sus límites implícitos

Particularmente no nos cabe ninguna duda que los decretos de 
urgencia gozan de fuerza y rango de ley, no solo porque así lo 
refiere expresamente la Constitución en los artículos 118 (inciso 
19) y 200 (inciso 4), respectivamente, sino porque esto también 
ha sido sostenido por el Tribunal Constitucional en las senten-
cias a las que hemos aludido previamente, de modo que respecto 
a ello no cabe mayor discusión. Por otra parte, en cuanto a la se-
mejanza que tendrían los decretos de urgencia a que refiere el in-
ciso 19 del artículo 118 y el artículo 135, consideramos que solo 
se trata de la misma denominación respecto a una determinada 
categoría normativa, tan igual como puede ocurrir con la ley.

En efecto, hay leyes ordinarias, leyes orgánicas, leyes de re-
forma constitucional, entre otras recogidas por la doctrina. Todas 
tienen la misma raíz, pero pueden diferir en cuanto a su fuerza 
normativa, o a sus competencias. Lo mismo ocurre en el caso de 
los decretos de urgencia, pues estos funcionan de un modo deter-
minado en periodos —por así decirlo— de “normalidad constitu-
cional”, y de otro modo, con distintos alcances, cuando se pro-
duce la situación excepcional de la disolución del Congreso. En 
este aspecto, resulta siendo crucial y ciertamente determinante 
el ámbito normativo que tienen los denominados decretos de ur-
gencia “extraordinarios”, puesto que en un escenario donde no 
se cuenta con el Congreso, sería insuficiente y bastante limitada 
la utilidad de los decretos de urgencia “ordinarios”, al menos para 
los fines que se persiguen, cual es mantener la gobernabilidad del 
país durante el interregno parlamentario.

En tal sentido, creemos que los decretos de urgencia “extraor-
dinarios” más se asemejan a los decretos legislativos en cuanto a 
las materias que pueden regular y la fuerza que tienen para in-
novar en la legislación en general, excepto la orgánica y la cons-
titucional, incluyendo la de reforma constitucional. En efecto, el 
artículo 104 de la Constitución establece que, mediante la legis-
lación delegada, el Congreso puede otorgar al Poder Ejecutivo 
la facultad de legislar mediante decretos legislativos que tienen 
rango de ley conforme lo establece el artículo 200 inciso 4 de la 
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Constitución. Además, el propio artículo 104 establece que los 
decretos legislativos “están sometidos, en cuanto a su promulga-
ción, publicación, vigencia y efectos, a las mismas normas que ri-
gen para la ley”. Sin embargo, hay determinados temas o materias 
que no pueden ser reguladas mediante decreto legislativo, que 
son las mismas que le están vedadas a la Comisión Permanente. 
Precisamente, el artículo 101 inciso 4 de la Norma Fundamental 
prescribe que “No pueden delegarse a la Comisión Permanente 
materias relativas a reforma constitucional, ni a la aprobación de 
tratados internacionales, leyes orgánicas, Ley de Presupuesto y 
Ley de la Cuenta General de la República”.

Por lo antes dicho, creemos que los decretos de urgencia ex-
pedidos durante el interregno parlamentario se encuentran suje-
tos a determinados límites implícitos, de tal suerte que en ningún 
caso mediante ellos se puede aprobar, modificar o derogar: a) 
leyes orgánicas o regular materias reservadas a esta,14 b) apro-
bar tratados o afectar aquellos que se encuentran en vigor,15 c) 
reformas a la Constitución, d) reformas al sistema electoral pre-
existente.16

Si bien en el caso de los decretos legislativos, mediante estos 
no se puede aprobar la Ley de Presupuesto ni la Ley de la Cuenta 
General de la República, habría que considerar que, tratándose 
de normas esenciales y vitales para el funcionamiento del aparato 
del Estado, aquellas sí pueden ser aprobadas mediante decreto de 
urgencia sin limitación alguna. En cuanto a la materia tributaria, 
consideramos que tampoco habría razón alguna para sea objeto 
de regulación a través de decretos de urgencia, pues queda claro 
que la limitación impuesta por el artículo 74 de la Constitución 
está referida única y exclusivamente a los denominados decretos 
de urgencia “ordinarios”, previstos en el artículo 118 inciso 19 
de la Constitución. No podemos obviar el hecho que la materia 
tributaria es vital para el financiamiento del presupuesto públi-

14	 La reserva de ley orgánica se encuentra plasmada en el art. 166 de la Cons-
titución.

15	 Entiéndase aquellos tratados que requieren la aprobación del Congreso 
conforme a lo previsto en el art. 56 de la Constitución.

16	 Por expresa prohibición del art. 134, segundo párrafo, de la Constitución.
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co, de tal manera que sería irracional y carente de todo sentido 
lógico proscribir que durante el interregno parlamentario el Po-
der Ejecutivo pueda articular la política fiscal que, por su propia 
naturaleza y finalidades, requiere de cierto equilibrio financiero. 
En ese sentido, opinamos que las materias que en ningún caso 
pueden ser abordadas mediante decretos de urgencia “extraor-
dinarios” deben ser aquellas que por su especial trascendencia 
deben quedar reservadas para el Poder Legislativo.

Después de todo, no debe perderse de vista que la habilita-
ción que el constituyente ha hecho en favor del Poder Ejecutivo 
para que legisle mediante decretos de urgencia supone, en cierta 
forma, dotarlo de facultades semejantes a las que posee el Poder 
Legislativo, que durante el periodo de interregno parlamentario 
son ejercidas, con muy pocas excepciones y, temporalmente, por 
el Poder Ejecutivo. Desde luego, los decretos de urgencia que se 
expidan durante el interregno, igualmente pueden ser objeto de 
control constitucional mediante la acción de inconstitucionali-
dad ante el Tribunal Constitucional, independientemente del 
control político posterior que habrá de realizar el nuevo Congre-
so en cuanto se encuentre instalado, pudiendo este derogarlos si 
así lo decidiese. En tal sentido, los decretos de urgencia no son 
un cheque en blanco que la norma constitucional concede al Po-
der Ejecutivo, pues siempre habrán de estar sujetos a los límites 
formales y materiales que impone la Ley Fundamental dentro de 
un Estado de Derecho. Algunos autores sostienen que en todo 
caso debería recurrirse a una suerte de self restriant, es decir, una 
suerte de autorestricción por parte del Poder Ejecutivo al mo-
mento de expedir los decretos de urgencia.17

V. La reciente reforma del  
artículo 135 de la Constitución

A raíz de la última reforma constitucional,18 ocurrida en marzo 
del presente año 2024, y mediante la cual se reincorporó al Se-

17	 Campos Ramos, op. cit., p. 103.
18	 Art. 1° de la Ley de reforma constitucional núm. 31988 que entrará en 

vigencia a partir de las elecciones generales del 2026.
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nado dentro de la estructura del Poder Legislativo, se modificó 
(con efecto diferido) el artículo 135 de la Constitución, estable-
ciéndose que tras la disolución de la Cámara de Diputado y, du-
rante el interregno, el Poder Ejecutivo legisla mediante decretos 
de urgencia, los que necesariamente están vinculados al normal 
funcionamiento del Estado o las materias propias de la política 
general del Gobierno, de los que da cuenta al Senado para que 
este los revise.

Como podemos advertir, si bien es cierto el nuevo texto del 
artículo 135 es más específico que el de la norma aún vigente, sin 
embargo, se limita a señalar que los decretos de urgencia deben 
estar vinculados al normal funcionamiento del Estado, aunque 
no precisa qué tipo de normas podrían ser aprobadas, modifica-
das o derogadas mediante tales decretos de urgencia. Tampoco 
se indica qué materias podrían estar reguladas por los decretos 
de urgencia y cuáles les están prohibidas. En cualquier caso, la 
determinación de todo ello quedaría a criterio del Poder Ejecuti-
vo, toda vez que algunos temas relacionados al normal funciona-
miento del Estado se regulan mediante ley orgánica, o tienen que 
ver con el manejo económico, financiero o tributario.

Aparentemente, el legislador ha querido excluir las normas 
electorales, tratados y las que regulan el funcionamiento de otros 
Poderes del Estado u órganos constitucionales autónomos, dado 
que estas en absoluto tienen injerencia alguna con la política ge-
neral del Estado. La intención, a nuestro modo de ver, sería la de 
circunscribir el ámbito material de los decretos de urgencia dic-
tados durante el interregno de la Cámara de Diputados, a aque-
llos asuntos que son de competencia exclusiva del Poder Ejecu-
tivo, aun cuando no se ha hecho mención expresa a las materias 
que estarían vedadas a los decretos de urgencia.

VI. La necesidad de una reforma que  
delimite los Decretos de Urgencia  

durante el interregno parlamentario

Hasta la fecha no se cuenta con una jurisprudencia constitucio-
nal que haya zanjado el tema materia del presente artículo, de 

623 | 

Sobre los alcances y límites de los decretos de urgencia durante el…



modo tal que aún subsiste una zona de penumbra en cuanto a 
los límites y alcances de los llamados decretos de urgencia “ex-
traordinarios” y que, por lo tanto, se torna indispensable regular. 
Creemos que lo ideal sería introducir una nueva modificación al 
artículo 135 de la Constitución con una adición al tercer párrafo 
que establezca lo siguiente “Mediante tales decretos de urgencia 
no se puede aprobar, modificar o derogar leyes orgánicas ni regu-
lar materias reservadas a estas, aprobar tratados, efectuar refor-
mas a la Constitución, ni introducir reformas al sistema electoral 
preexistente”. De este modo quedaría claramente definido el ám-
bito normativo de los decretos de urgencia, evitando que a través 
de indistintas interpretaciones el Poder Ejecutivo se extralimite 
en el ejercicio de la potestad legisladora que la Constitución le 
encomienda durante el interregno parlamentario.

Desde luego, también existe la posibilidad de lograr similar 
propósito mediante una norma de desarrollo constitucional, es 
decir mediante ley orgánica, habida cuenta que la normativa vi-
gente no desarrolla este aspecto. No obstante, estimamos que 
lo óptimo sería una reforma constitucional por el peso norma-
tivo que tendría, ya que incluso la vía jurisprudencial no sería 
la solución más adecuada, debido a que la postura del Tribunal 
Constitucional podría mostrar cambios bruscos en el tiempo, 
dependiendo de la composición del máximo intérprete de la 
Constitución. En ese sentido, la seguridad jurídica juega un rol 
muy importante cuando se trata de aspectos de especial trascen-
dencia y que pueden incidir sobre la gobernabilidad del país. En 
cualquier caso, nuestra propuesta busca poner sobre la mesa un 
aspecto que, creemos, tarde o temprano deberá ser abordado por 
el Poder Legislativo.

VI. Consideraciones finales

Como lo hemos expresado en los acápites precedentes, el pro-
blema derivado de la utilización de los decretos de urgencia du-
rante el interregno parlamentario por disolución constitucional 
del Congreso, es un tema pendiente de resolver y que trae con-
sigo muchas discusiones en el ámbito académico y jurisdiccio-
nal, pues la norma constitucional que los habilita no ha precisado 
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sus límites y alcances normativos, no ha establecido el contenido 
material que tales decretos pueden comprender y las materias 
que le estarían vedadas.

Ciertamente la solución pasa, eventualmente, por una nueva 
reforma constitucional (que sería lo ideal), o por la incorpora-
ción de una norma de desarrollo constitucional, que en nuestro 
caso tendría que verse plasmada en la Ley Orgánica del Poder 
Ejecutivo, pues es la norma que regula no solo el funcionamiento 
sino también las atribuciones y facultades del gobierno. Empero, 
nuestra postura es que, en cuanto a sus alcances normativos, los 
decretos de urgencia a que se refiere el artículo 135 de la Cons-
titución en ningún caso pueden versar sobre temas reservados 
a ley orgánica, tratados o convenios internacionales, legislación 
electoral o reforma constitucional. Obviamente, tampoco pue-
den usarse para limitar, disminuir o suprimir derechos funda-
mentales.
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